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L� �������� �������

Puede decirse que, tan pronto como fue posible, una vez publicado

el nuevo Código de Derecho Canónico, la revista Phase dedicó dos de

sus fascículos a un comentario de los cánones que se encuentran en

el Libro IV de dicho Código, la parte del mismo que trata de lo

concerniente a la función de santi�car de la Iglesia.

El Código de Derecho Canónico, el nuevo Código redactado como

una anhelada revisión del anterior, el de 1917, traducía en lenguaje

jurídico la doctrina eclesiológica del Concilio Vaticano II y fue

promulgado en 1983. El mencionado comentario apareció en los

fascículos 141 y 142 de Phase, en 1984.

Es oportuno hacer referencia a estos datos para que no pueda

parecer extraña la publicación del Código de Derecho Canónico en la

saga litúrgica de «Cuadernos Phase». Ya existía un precedente,

bueno y elocuente para nosotros, para incluir el Código entre los

«Cuadernos Phase», como un ejemplar cuali�cado de los mismos.

Entonces, en 1984, Phase publicó un comentario de los cánones que

se referían a la liturgia. Era lo primero que en aquel momento se

debía hacer. Al llevar esto a cabo se hacía notar que tanto los cánones

comentados como la misma revista Phase tenían un punto

particularmente común que podía destacarse ente otros: el sujeto que

busca en el derecho canónico la concreción de los derechos y deberes

que de�nen su pertenencia a la Iglesia es el mismo sujeto que

encuentra su santi�cación en los sacramentos y la oración de la

Iglesia, es decir, en la participación en la liturgia. Esto justi�caba que

una revista de pastoral litúrgica prestara atención al derecho

canónico.

Ahora, a los cincuenta años del Vaticano II, publicamos por entero

el Código de Derecho Canónico (con las modi�caciones introducidas en

él por los dos últimos Papas), conscientes de que, al hacerlo,

destacamos la amplia relación que existe para los hijos de la Iglesia

entre el derecho y la liturgia; en el primero se encuentran las normas

de la convivencia eclesial de los �eles, la segunda ofrece a estos



mismos �eles los medios para vivir un estilo de vida sacramental en

el que encontraran la fuerza para vivir en convivencia fraterna.

Contemplemos lo mismo desde otro ángulo. Parafraseando al

clásico, así como él decía que, siendo hombre, nada de los hombres

le era ajeno: nosotros podemos decir que, si el Derecho canónico

tutela la vida de la Iglesia entera, la liturgia no puede serle ajena; al

mismo tiempo, si la liturgia es fuente de santi�cación para todos y

para todo en la Iglesia, tampoco el Derecho puede serle ajeno.

Dicho aun con otras palabras. Si el horizonte de la liturgia y la

pastoral litúrgica es el incremento de la vida cristiana (SC 1) y el

Código de Derecho Canónico tiene por horizonte, en último término, la

salvación de las almas (c. 1752), sin duda que liturgia y derecho

canónico no pueden dejar de tener mucho en común. Desde esta

perspectiva, nosotros no podemos dejar de prestar atención ni al

derecho ni a la liturgia.

Por eso nos ha parecido una acertada decisión publicar esta

edición sencilla y manual del Código de Derecho Canónico.

Su presencia en «Cuadernos Phase» es un acicate para que tengamos

en cuenta el servicio que el Código, es decir, sus normas, pueden

hacernos en nuestro trabajo pastoral diario, como hacemos o como

debemos hacer con la pastoral litúrgica.

Josep Urdeix
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A los venerables hermanos cardenales, arzobispos, obispos,

presbíteros, diáconos y a todos los demás miembros del Pueblo de

Dios

Las leyes de la sagrada disciplina, la Iglesia católica las ha ido

reformando y renovando en los tiempos pasados, a �n de que, en

constante �delidad a su divino Fundador, se adaptasen cada vez

mejor a la misión salví�ca que le ha sido con�ada. Movido por este

mismo propósito, y dando �nalmente cumplimiento a la expectativa

de todo el orbe católico, dispongo hoy, 25 de enero del año 1983, la

promulgación del Código de Derecho Canónico después de su revisión.

Al hacer esto, mi pensamiento se dirige al mismo día del año 1959,

cuando mi predecesor Juan XXIII, de feliz memoria, anunció por vez

primera la decisión de reformar el vigente Corpus de las leyes

canónicas, que había sido promulgado en la solemnidad de

Pentecostés del año 1917.

Esta decisión de la reforma del Código fue tomada juntamente con

otras dos decisiones, de las que habló el Pontí�ce ese mismo día, a

saber: la intención de celebrar el Sínodo de la diócesis de Roma y la

de convocar el Concilio Ecuménico. Aunque el primero de estos

acontecimientos no tiene íntima relación con la reforma del Código,

sin embargo, el otro, es decir, el Concilio, es de suma importancia en

orden a nuestro tema y se vincula estrechamente con él.

Y si se nos pregunta por qué Juan XXIII creyó necesario reformar el

Código vigente, quizá se pueda encontrar la respuesta en el mismo

Código promulgado el año 1917. Además hay otra respuesta, que es

la primordial, a saber: la reforma del Código parece que la quería y



exigía claramente el mismo Concilio, que había �jado su atención

principalmente en la Iglesia.

Es evidente que, cuando se hizo el primer anuncio de la revisión

del Código, el Concilio era una empresa todavía del futuro. Hay que

añadir que los documentos de su magisterio, y señaladamente su

doctrina en torno a la Iglesia, fueron elaborados durante los años

1962–1965; sin embargo, todos pueden ver cómo fue acertadísima la

intuición de Juan XXIII, y hay que decir con toda razón que su

decisión fue providencial para el bien de la Iglesia.

Por lo tanto, el nuevo Código que se publica hoy ha requerido

necesariamente el trabajo precedente del Concilio; y, aunque fuera

anunciado juntamente con la Asamblea ecuménica, sin embargo,

cronológicamente viene después de ella, ya que los trabajos

emprendidos para preparar el nuevo Código, al tener que basarse en

el Concilio, no pudieron comenzar hasta la conclusión del mismo.

Al dirigir hoy el pensamiento al comienzo del largo camino, o sea,

al 25 de enero de 1959 y a la misma persona de Juan XXIII, promotor

de la revisión del Código, debo reconocer que este Código ha

surgido de una misma y única intención, que es la de reformar la

vida cristiana. Efectivamente, de esta intención ha sacado el Concilio

sus normas y su orientación.

Si pasamos ahora a considerar la naturaleza de los trabajos que

han precedido a la promulgación del Código, así como a la manera

con que se han llevado a cabo, especialmente durante los

ponti�cados de Pablo VI y Juan Pablo I, y luego hasta nuestros días,

es necesario absolutamente poner de relieve con toda claridad que

estos trabajos fueron llevados a término con un espíritu plenamente

colegial. Y esto no solo se re�ere al aspecto externo de la obra, sino

que afecta también profundamente a la esencia misma de las leyes

elaboradas.

Ahora bien: esta nota de colegialidad, que caracteriza tan

notablemente el proceso de elaboración del presente Código,

corresponde perfectamente al magisterio y a la índole del Concilio

Vaticano II. Por lo cual, el Código, no solo por su contenido, sino

también ya desde su primer comienzo, demuestra el espíritu de este



Concilio, en cuyos documentos la Iglesia, universal «sacramento de

salvación» (cf. Lumen gentium, 9, 48), es presentada como Pueblo de

Dios y su constitución jerárquica aparece fundada sobre el Colegio

de los Obispos juntamente con su Cabeza.

En virtud de esto, pues, los obispos y los Episcopados fueron

invitados a prestar su colaboración en la preparación del nuevo

Código, a �n de que, a través de un camino tan largo, con un método

colegial en todo lo posible, madurasen poco a poco las fórmulas

jurídicas que luego habrían de servir para uso de toda la Iglesia.

Además, en todas las fases de esta empresa participaron en los

trabajos también los peritos, esto es, hombres especializados en la

doctrina teológica, en la historia y, sobre todo, en el derecho

canónico, los cuales fueron elegidos de todas las partes del mundo.

A todos y a cada uno de ellos quiero manifestar hoy los

sentimientos de mi más honda gratitud. Ante todo, tengo presentes

las �guras de los cardenales difuntos, que presidieron la Comisión

preparatoria: el cardenal Pietro Ciriaci, que comenzó la obra, y el

cardenal Pericle Felici, que durante muchos años dirigió el iter de los

trabajos casi hasta su término. Pienso, además, en los secretarios de

la misma Comisión: el Rvdmo. Mons. Giacomo Violardo, más tarde

cardenal, y el P. Raimundo Bidagor, de la Compañía de Jesús, los

cuales prodigaron los tesoros de su doctrina y sabiduría en la

realización de esta tarea. Con ellos recuerdo a los cardenales,

arzobispos, obispos y a todos los que han sido miembros de la

Comisión, así como a los consultores de cada uno de los grupos de

estudio que se han dedicado, durante estos años, a un trabajo tan

arduo, y a los que en este tiempo ha llamado Dios al premio eterno.

Por todos ellos sube a Dios mi oración de sufragio.

Pero también quiero recordar a las personas que aún viven,

comenzando por el actual propresidente de la Comisión, el

venerable hermano Mons. Rosalío Castillo Lara, que durante

tantísimo tiempo ha trabajado egregiamente en una empresa de

tanta responsabilidad, pasando después al querido hijo Mons. Willy

Onclin, sacerdote, que con sus asiduos y diligentes trabajos ha

contribuido tanto para el feliz término de la obra, hasta a todos



aquellos que en la misma Comisión, ya como miembros cardenales,

ya como o�ciales, consultores y colaboradores en los diversos

grupos de estudio o en las o�cinas, han prestado su apreciada

aportación para elaborar y completar una obra tan importante y

compleja.

Así, pues, al promulgar hoy el Código, soy plenamente consciente

de que este acto es expresión de la autoridad ponti�cia, por esto

reviste un carácter «primacial». Pero soy igualmente consciente de

que este Código, en su contenido objetivo, re�eja la solicitud colegial

por la Iglesia de todos mis hermanos en el Episcopado. Más aún: por

cierta analogía con el Concilio, debe ser considerado como el fruto

de una colaboración colegial en virtud de la con�uencia de energías

por parte de personas e instituciones especializadas esparcidas en

toda la Iglesia.

Surge otra cuestión: qué es el Código de Derecho Canónico. Para

responder correctamente a esa pregunta hay que recordar la lejana

herencia de derecho contenida en los libros del Antiguo y del Nuevo

Testamento, de la cual toma su origen, como de su fuente primera,

toda la tradición jurídica y legislativa de la Iglesia.

Efectivamente, Cristo Señor no destruyó en modo alguno la

ubérrima herencia de la Ley y de los Profetas, que había ido

creciendo poco a poco por la historia y la experiencia del Pueblo de

Dios, sino que la cumplió (cf. Mt 5, 17) de tal manera que ella misma

pertenece de modo nuevo y más alto a la herencia del Nuevo

Testamento. Por eso, aunque san Pablo, al exponer el misterio

pascual, enseña que la justi�cación no es nada por las obras de la ley,

sino por la fe (cf. Rom 3,28; Gal 2,16), sin embargo ni excluye la

fuerza obligante del Decálogo (cf. Rom 13, 8–10; Gal 5, 13–25 y 6,2),

ni niega la importancia de la disciplina en la Iglesia de Dios (cf. 1Cor

cap. 5 y 6).Así, los escritos del Nuevo Testamento nos permiten

captar mucho más esa misma importancia de la disciplina y poder

entender mejor los vínculos que la conexionan de modo muy

estrecho con el carácter salví�co del anuncio mismo del Evangelio.

Siendo eso así, aparece su�cientemente claro que la �nalidad del

Código no es en modo alguno sustituir en la vida de la Iglesia y de



los �eles la fe, la gracia, los carismas y sobre todo la caridad. Por el

contrario, el Código mira más bien a crear en la sociedad eclesial un

orden tal que, asignando la parte principal al amor, a la gracia y a los

carismas, haga a la vez más fácil el crecimiento ordenado de los

mismos en la vida tanto de la sociedad eclesial como también de

cada una de las personas que pertenecen a ella.

El Código, en cuanto que, al ser el principal documento legislativo

de la Iglesia, está fundamentado en la herencia jurídica y legislativa

de la Revelación y de la Tradición, debe ser considerado instrumento

muy necesario para mantener el debido orden tanto en la vida

individual y social, como en la actividad misma de la Iglesia. Por

eso, además de los elementos fundamentales de la estructura

jerárquica y orgánica de la Iglesia establecidos por el divino

Fundador o fundados en la tradición apostólica o al menos en

tradición antiquísima; y además de las normas principales referentes

al ejercicio de la triple función encomendada a la Iglesia misma, es

preciso que el Código de�na también algunas reglas y normas de

actuación.

El instrumento que es el Código es llanamente congruente con la

naturaleza de la Iglesia cual es propuesta sobre todo por el

magisterio del Concilio Vaticano II visto en su conjunto, y de modo

particular por su doctrina eclesiológica. Es más, en cierto modo

puede concebirse este nuevo Código como el gran esfuerzo por

traducir al lenguaje canonístico esa misma doctrina, es decir, la

eclesiología conciliar. Y aunque es imposible verter perfectamente en

la lengua canonística la imagen de la Iglesia descrita por la doctrina

del Concilio, sin embargo el Código ha de ser referido siempre a esa

misma imagen como al modelo principal cuyas líneas debe expresar

él en sí mismo, en lo posible, según su propia naturaleza.

De ahí vienen algunas normas fundamentales por las que se rige

todo el nuevo Código, dentro de los límites de su propia materia, así

como de la lengua suya que es coherente con tal materia.

Aún más: se puede a�rmar que de ahí también proviene aquella

nota por la que se considera al Código como complemento del



magisterio propuesto por el Concilio Vaticano II, peculiarmente en lo

referente a las dos constituciones, la dogmática y la pastoral.

De donde se sigue que la novedad fundamental que, sin separarse

nunca de la tradición legislativa de la Iglesia, se encuentra en el

Concilio Vaticano II, sobre todo en lo que se re�ere a su doctrina

eclesiológica, constituye también la novedad en el nuevo Código.

De entre los elementos que expresan la verdadera y propia imagen

de la Iglesia, han de mencionarse principalmente estos: la doctrina

que propone a la Iglesia como el pueblo de Dios (cf. const. Lumen

gentium cap. 2) y a la autoridad jerárquica como servicio (ibid., cap.

3); además, la doctrina que expone a la Iglesia como comunión y

establece, por tanto, las relaciones mutuas que deben darse entre la

Iglesia particular y la universal y entre la colegialidad y el primado;

también la doctrina según la cual todos los miembros del pueblo de

Dios participan, a su modo propio, de la triple función de Cristo, o

sea, de la sacerdotal, de la profética y de la regia, a la cual doctrina se

junta también la que considera los deberes y derechos de los �eles

cristianos y concretamente de los laicos; y, �nalmente, el empeño que

la Iglesia debe poner por el ecumenismo.

Si, pues, el Concilio Vaticano II ha sacado del tesoro de la Tradición

cosas antiguas y nuevas y su novedad se contiene en estos y otros

elementos, es mani�estamente patente que el Código recibe en sí

mismo la misma nota de �delidad en la novedad y de novedad en la

�delidad y que se atiene a ella según su materia propia y su forma

propia y peculiar de hablar.

El nuevo Código de Derecho Canónico ve la luz en el tiempo en que

Obispos de toda la Iglesia no solo piden su promulgación, sino que

también la solicitan insistente y vehementemente.

Y es que, en realidad, el Código de Derecho Canónico es del todo

necesario a la Iglesia. Por estar constituida a modo de cuerpo

también social y visible, ella necesita normas para hacer visible su

estructura jerárquica y orgánica, para ordenar correctamente el

ejercicio de las funciones con�adas a ella divinamente, sobre todo de

la potestad sagrada y de la administración de los sacramentos; para

componer, según la justicia fundamentada en la caridad, las



relaciones mutuas de los �eles cristianos, tutelando y de�niendo los

derechos de cada uno; en �n, para apoyar las iniciativas comunes

que se asumen aun para vivir más perfectamente la vida cristiana,

reforzarlas y promoverlas por medio de leyes canónicas.

Finalmente, las leyes canónicas exigen por su naturaleza misma ser

observadas; por ello se ha puesto la máxima diligencia en la larga

preparación del Código, para que se lograra una aquilatada

formulación de las normas y estas se basaran en sólido fundamento

jurídico, canónico y teológico.

Considerado todo esto, es bien de desear que la nueva legislación

canónica llegue a ser el instrumento e�caz con el que la Iglesia

pueda perfeccionarse a sí misma según el espíritu del Concilio

Vaticano II y se muestre cada día mejor dispuesta a realizar su

función salví�ca en este mundo.

Nos place encomendar a todos estas consideraciones nuestras al

promulgar el Corpus principal de leyes eclesiásticas para la Iglesia

latina.

Quiera Dios que el gozo y la paz con la justicia y la obediencia

acompañen a este Código, y que lo que manda la cabeza lo observe

el cuerpo.

Así, pues, con�ado en la ayuda de la gracia divina, apoyado en la

autoridad de los santos Apóstoles Pedro y Pablo, bien consciente de

lo que realizo, acogiendo las súplicas de los obispos de todo el

mundo que han colaborado conmigo con espíritu colegial, con la

suprema autoridad de que estoy revestido, por medio de esta

Constitución que tendrá siempre vigencia en el futuro, promulgo el

presente Código tal como ha sido ordenado y revisado, y ordeno que

en adelante tenga fuerza de ley para toda la Iglesia latina, y

encomiendo su observancia a la custodia y vigilancia de todos

aquellos a quienes corresponde. Y a �n de que todos puedan

informarse más fácilmente y conocer a fondo estas disposiciones

antes de su aplicación, declaro y dispongo que tengan valor de ley a

partir del primer día de Adviento de este año 1983. Y esto sin que

obsten disposiciones, constituciones, privilegios, incluso dignos de

especial y singular mención, y costumbres contrarias.



Exhorto, pues, a todos los queridos hijos a que observen las

normas propuestas con espíritu sincero y buena voluntad; tengo así

la esperanza de que vuelva a �orecer en la Iglesia una sabia

disciplina y, en consecuencia, se promueva cada vez más la salvación

de las almas, bajo la protección de la Santísima Virgen María, Madre

de la Iglesia.

Roma, Palacio del Vaticano, 25 enero 1983, quinto año de nuestro

ponti�cado.

IOANNES PAULUS PP. II



C���� A��������� �� ����� �� «M���
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La constitución apostólica Sacrae disciplinae leges, promulgada el 25

de enero de 1983, llamó la atención de todos sobre el hecho de que la

Iglesia, en cuanto comunidad al mismo tiempo espiritual y visible, y

ordenada jerárquicamente, necesita normas jurídicas «para que el

ejercicio de las funciones que le han sido con�adas divinamente,

sobre todo la de la sagrada potestad y la de la administración de los

sacramentos, se lleve a cabo de forma adecuada». En esas normas es

necesario que resplandezca siempre, por una parte, la unidad de la

doctrina teológica y de la legislación canónica y, por otra, la utilidad

pastoral de las prescripciones, mediante las cuales las disposiciones

eclesiásticas están ordenadas al bien de las almas.

A �n de garantizar más e�cazmente tanto esta necesaria unidad

doctrinal como la �nalidad pastoral, a veces la autoridad suprema

de la Iglesia, después de ponderar las razones, decide los cambios

oportunos de las normas canónicas, o introduce en ellas alguna

integración. Esta es la razón que nos lleva a redactar la presente

Carta, que concierne a dos cuestiones.

En primer lugar, en los cánones 1008 y 1009 del Código de Derecho

Canónico sobre el sacramento del Orden, se con�rma la distinción

esencial entre el sacerdocio común de los �eles y el sacerdocio

ministerial y, al mismo tiempo, se pone en relieve la diferencia entre

episcopado, presbiterado y diaconado. Ahora, en cambio, después

de que, habiendo oído a los padres de la Congregación para la

doctrina de la fe, nuestro venerado predecesor Juan Pablo II

estableció que se debía modi�car el texto del número 875 del

Catecismo de la Iglesia católica, con el �n de retomar más



adecuadamente la doctrina sobre los diáconos de la constitución

dogmática Lumen gentium (n. 29) del concilio Vaticano II, también

Nos consideramos que se debe perfeccionar la norma canónica que

atañe a esta misma materia. Por lo tanto, oído el parecer del Consejo

ponti�cio para los textos legislativos, establecemos que las palabras

de dichos cánones se modi�quen como se indica sucesivamente.

Además, dado que los sacramentos son los mismos para toda la

Iglesia, compete únicamente a la autoridad suprema aprobar y

de�nir los requisitos para su validez, y también determinar lo que se

re�ere al rito que es necesario observar en la celebración de los

mismos (cf. can. 841), todo lo cual ciertamente vale también para la

forma que debe observarse en la celebración del matrimonio, si al

menos uno de los contrayentes ha sido bautizado en la Iglesia

católica (cf. cann. 11 y 1108).

El Código de Derecho Canónico establece, sin embargo, que los �eles

que se han separado de la Iglesia por «acto formal», no están sujetos

a las leyes eclesiásticas relativas a la forma canónica del matrimonio

(cf. can. 1117), a la dispensa del impedimento de disparidad de culto

(cf. can. 1086) y a la licencia requerida para los matrimonios mixtos

(cf. can. 1124). La razón y el �n de esta excepción a la norma general

del canon 11 tenía como �nalidad evitar que los matrimonios

contraídos por aquellos �eles fuesen nulos por defecto de forma, o

bien por impedimento de disparidad de culto.

Con todo, la experiencia de estos años ha mostrado, por el

contrario, que esta nueva ley ha generado no pocos problemas

pastorales. En primer lugar, ha parecido difícil la determinación y la

con�guración práctica, en los casos particulares, de este acto formal de

separación de la Iglesia, sea en cuanto a su sustancia teológica, sea en

cuanto al aspecto canónico. Además, han surgido muchas

di�cultades tanto en la acción pastoral como en la praxis de los

tribunales. De hecho, se observaba que de la nueva ley parecían

derivar, al menos indirectamente, una cierta facilidad o, por decir así,

un incentivo a la apostasía en aquellos lugares donde los �eles

católicos son escasos en número, o donde rigen leyes matrimoniales

injustas, que establecen discriminaciones entre los ciudadanos por



motivos religiosos; además, esa nueva ley hacía difícil el retorno de

aquellos bautizados que deseaban vivamente contraer un nuevo

matrimonio canónico, después del fracaso del anterior; por último,

omitiendo otras cosas, para la Iglesia muchísimos de estos

matrimonios se convertían de hecho en matrimonios denominados

clandestinos.

Considerado todo esto, y evaluados cuidadosamente los pareceres

tanto de los padres de la Congregación para la doctrina de la fe y del

Consejo ponti�cio para los textos legislativos, como también de las

Conferencias episcopales que han sido consultadas sobre la utilidad

pastoral de conservar o abrogar esta excepción a la norma general

del canon 11, ha parecido necesario abolir esta regla introducida en

el cuerpo de las leyes canónicas actualmente vigente.

Establecemos, por lo tanto, eliminar del mismo Código las

palabras: «y no se ha apartado de ella por acto formal» del canon

1117, «y no se ha apartado de ella por acto formal» del canon 1086 §1,

como también «y no se haya apartado de ella mediante un acto

formal» del canon 1124.

Por eso, habiendo oído al respecto a la Congregación para la

doctrina de la fe y al Consejo ponti�cio para los textos legislativos y

pedido también el parecer de nuestros venerables hermanos

cardenales de la santa Iglesia romana responsables de los dicasterios

de la Curia romana, establecemos cuanto sigue:

Art 1. El texto del canon 1008 del Código de Derecho Canónico se ha

de modi�car de manera que, de ahora en adelante, resulte así:

«Mediante el sacramento del Orden, por institución divina,

algunos de entre los �eles quedan constituidos ministros sagrados, al

ser marcados con un carácter indeleble, y así son consagrados y

destinados a servir, según el grado de cada uno, con nuevo y

peculiar título, al pueblo de Dios».

Art. 2. El canon 1009 del Código de Derecho Canónico de ahora en

adelante tendrá tres parágrafos, en el primero y en el segundo de los

cuales se mantendrá el texto del canon vigente, mientras que en el

tercero el nuevo texto se redactará de manera que el canon 1009 §3

resulte así:



«Aquellos que han sido constituidos en el orden del episcopado o

del presbiterado reciben la misión y la facultad de actuar en la

persona de Cristo Cabeza; los diáconos, en cambio, son habilitados

para servir al pueblo de Dios en la diaconía de la liturgia, de la

palabra y de la caridad».

Art. 3. El texto del canon 1086 §1 del Código de Derecho Canónico

queda modi�cado así:

«Es inválido el matrimonio entre dos personas, una de las cuales

fue bautizada en la Iglesia católica o recibida en su seno, y otra no

bautizada».

Art. 4. El texto del canon 1117 del Código de Derecho Canónico queda

modi�cado así:

«La forma arriba establecida se ha de observar si al menos uno de

los contrayentes fue bautizado en la Iglesia católica o recibido en

ella, sin perjuicio de lo establecido en el canon 1127 §2».

Art. 5. El texto del canon 1124 del Código de Derecho Canónico queda

modi�cado así:

«Está prohibido, sin licencia expresa de la autoridad competente, el

matrimonio entre dos personas bautizadas, una de las cuales haya

sido bautizada en la Iglesia católica o recibida en ella después del

bautismo, y otra adscrita a una Iglesia o comunidad eclesial que no

se halle en comunión plena con la Iglesia católica».

Cuanto hemos deliberado con esta carta apostólica en forma de

Motu proprio, ordenamos que tenga �rme y estable vigor, no

obstante cualquier disposición contraria aunque sea digna de

particular mención, y que se publique en el comentario o�cial Acta

Apostolicae Sedis.

Dado en Roma, junto a San Pedro, el día 26 del mes de octubre del año

2009, quinto de nuestro ponti�cado.

BENEDICTUS PP. XVI
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El Señor Jesús, Juez clemente, Pastor de nuestras almas, con�ó al

Apóstol Pedro y a sus Sucesores el poder de las llaves para cumplir

en la Iglesia la obra de la justicia y la verdad; esta suprema y

universal potestad de atar y desatar aquí en la tierra a�rma,

corrobora y reivindica la de los Pastores de las Iglesias particulares,

en fuerza de la cual estos tienen el sagrado derecho y el deber

delante del Señor de juzgar a sus propios súbditos.

1

Con el correr de los siglos, la Iglesia, adquiriendo una conciencia

más clara en materia matrimonial de las palabras de Cristo, ha

entendido y expuesto con mayor profundidad la doctrina de la

indisolubilidad del sagrado vínculo conyugal, ha sistematizado las

causas de nulidad del consentimiento matrimonial y ha

reglamentado más adecuadamente el proceso judicial

correspondiente, de modo que la disciplina eclesiástica fuera

siempre más coherente con la verdad de fe profesada.

Todo esto se ha hecho siempre teniendo como guía la ley suprema

de la salvación de las almas,

2

 ya que la Iglesia, como ha sabiamente

enseñado el beato Pablo VI, es un designio divino de la Trinidad, por

lo cual todas sus instituciones, aunque siempre perfectibles, deben

tender al �n de comunicar la gracia divina y favorecer

continuamente, según los dones y la misión de cada uno, el bien de

los �eles, en cuanto �n esencial de la Iglesia.

3



Consciente de esto, decidí realizar la reforma del proceso de

nulidad del matrimonio, y con este �n constituí un grupo de

personas eminentes por su doctrina jurídica, prudencia pastoral y

experiencia judicial que, bajo la guía del Excelentísimo Decano de la

Rota Romana, esbozase un proyecto de reforma, quedando �rme el

principio de la indisolubilidad del vínculo matrimonial. Tras trabajar

con tesón, este grupo ha elaborado un esquema de reforma que,

sometido a meditada consideración, con el auxilio de otros expertos,

se presenta ahora en este Motu proprio.

Por tanto, es la preocupación por la salvación de las almas, que –

hoy como ayer– continúa siendo el �n supremo de las instituciones,

de las leyes, del derecho, lo que impulsa al Obispo de Roma a ofrecer

a los Obispos este documento de reforma, en cuanto ellos comparten

con él el deber de la Iglesia de tutelar la unidad en la fe y en la

disciplina con respecto al matrimonio, eje y origen de la familia

cristiana. Alimenta el estímulo reformador el enorme número de

�eles que, aunque deseando proveer a la propia conciencia, con

mucha frecuencia se desaniman ante las estructuras jurídicas de la

Iglesia, a causa de la distancia física o moral; por tanto, la caridad y

la misericordia exigen que la misma Iglesia como madre se haga

accesible a los hijos que se consideran separados.

En este sentido se dirigieron también los votos de la mayoría de

mis Hermanos en el Episcopado reunidos en la reciente asamblea

extraordinaria del Sínodo, que solicitaron procesos más rápidos y

accesibles.

4

 En total sintonía con esos deseos, he decidido establecer

con este Motu proprio disposiciones con las cuales se favorezca no la

nulidad de los matrimonios, sino la celeridad de los procesos y, no

en menor medida, una adecuada simpli�cación, de modo que, a

causa de un retraso en la de�nición del juicio, el corazón de los �eles

que esperan la clari�cación del propio estado no quede largamente

oprimido por las tinieblas de la duda.

He hecho esto, sin embargo, siguiendo las huellas de mis

Predecesores, los cuales han querido que las causas de nulidad sean

tratadas por vía judicial, y no administrativa, no porque lo imponga

la naturaleza de la cosa, sino más bien porque lo exige la necesidad



de tutelar en el máximo grado la verdad del vínculo sagrado: y eso

se asegura precisamente con las garantías del orden judicial.

Se señalan algunos criterios fundamentales que han guiado la obra

de reforma.

I. Una sola sentencia en favor de la nulidad es ejecutiva.– Ha parecido

oportuno, antes que nada, que no sea más requerida una doble

decisión conforme a favor de la nulidad del matrimonio, para que

las partes sean admitidas a nuevo matrimonio canónico, sino que sea

su�ciente la certeza moral alcanzada por el primer juez, a norma del

derecho.

II. El juez único, bajo la responsabilidad del Obispo.– La constitución

del juez único en primera instancia, siempre clérigo, se deja a la

responsabilidad del Obispo, que en el ejercicio pastoral de la propia

potestad judicial deberá asegurar que no se permita ningún laxismo.

III. El mismo Obispo es juez.– En orden a que sea �nalmente

traducida en práctica la enseñanza del Concilio Vaticano II en un

ámbito de gran importancia, se ha establecido hacer evidente que el

mismo Obispo en su Iglesia, de la que es constituido pastor y cabeza,

es por eso mismo juez entre los �eles que se le han con�ado. Se

espera por tanto que, tanto en las grandes como en las pequeñas

diócesis, el Obispo mismo ofrezca un signo de la conversión de las

estructuras eclesiásticas,

5

 y no deje la función judicial en materia

matrimonial completamente delegada a los o�cios de la curia. Esto

valga especialmente en el proceso más breve, que es establecido para

resolver los casos de nulidad más evidente.

IV. El proceso más breve.– En efecto, además de hacerse más ágil el

proceso matrimonial, se ha diseñado una forma de proceso más

breve –en añadidura al documental actualmente vigente–, para

aplicarse en los casos en los cuales la acusada nulidad del

matrimonio esté sostenida por argumentos particularmente

evidentes.

No se me escapa, sin embargo, cuánto un juicio abreviado pueda

poner en riesgo el principio de la indisolubilidad del matrimonio;

precisamente por esto he querido que en tal proceso sea constituido



juez el mismo Obispo, que en virtud de su o�cio pastoral es con

Pedro el mayor garante de la unidad católica en la fe y la disciplina.

V. La apelación a la Sede Metropolitana.– Conviene que se restaure la

apelación a la Sede del Metropolitano, ya que este o�cio de cabeza

de la provincia eclesiástica, estable en los siglos, es un signo

distintivo de la sinodalidad en la Iglesia.

VI. La función propia de las Conferencias episcopales.– Las

Conferencias episcopales, que deben ser impulsadas sobre todo por

el celo apostólico de alcanzar a los �eles dispersos, adviertan

fuertemente el deber de compartir la predicha conversión, y respeten

absolutamente el derecho de los Obispos de organizar la potestad

judicial en la propia Iglesia particular.

El restablecimiento de la cercanía entre el juez y los �eles, en

efecto, no tendrá éxito si desde las Conferencias no se da a cada

Obispo el estímulo y conjuntamente la ayuda para poner en práctica

la reforma del proceso matrimonial.

Junto con la proximidad del juez, cuiden las Conferencias

episcopales que, en cuanto sea posible, y salvada la justa y digna

retribución de los operadores de los tribunales, se asegure la

gratuidad de los procesos, para que la Iglesia, mostrándose a los

�eles como madre generosa, en una materia tan estrechamente

ligada a la salvación de las almas, mani�este el amor gratuito de

Cristo, por el cual todos hemos sido salvados.

VII. La apelación a la Sede Apostólica.– Conviene sin embargo que se

mantenga la apelación al Tribunal ordinario de la Sede Apostólica, es

decir a la Rota Romana, respetando un antiguo principio jurídico, de

modo que resulte reforzado el vínculo entre la Sede de Pedro y las

Iglesias particulares, teniendo de todos modos cuidado en la

disciplina de tal apelación, para evitar cualquier abuso del derecho

que pueda producir algún daño a la salvación de las almas.

La ley propia de la Rota Romana será adecuada lo antes posible a

las reglas del proceso reformado, dentro de los límites de lo

necesario.

VIII. Las disposiciones para las Iglesias Orientales.– Teniendo en

cuenta, �nalmente, el peculiar ordenamiento eclesial y disciplinar de



las Iglesias Orientales, he decidido promulgar en forma separada, en

esta misma fecha, las normas para reformar la disciplina de los

procesos matrimoniales en el Código de Cánones de las Iglesias

Orientales.

Todo esto oportunamente considerado, decreto y establezco que el

Libro VII del Código de Derecho Canónico, Parte III, Título I, Capítulo I

sobre las causas para la declaración de nulidad del matrimonio

(cánones 1671–1691), a partir del día 8 de diciembre de 2015, sea

íntegramente sustituido como sigue:

Art. 1 – Del fuero competente y de los tribunales

Can. 1671 § 1. Las causas matrimoniales de los bautizados

corresponden al juez eclesiástico por derecho propio.

§ 2. Las causas sobre los efectos meramente civiles del matrimonio

pertenecen al juez civil, a no ser que el derecho particular establezca

que tales causas puedan ser tratadas y decididas por el juez

eclesiástico cuando se planteen de manera incidental y accesoria.

Can. 1672. Para las causas de nulidad de matrimonio no

reservadas a la Sede Apostólica, son competentes: 1° el tribunal del

lugar en que se celebró el matrimonio; 2° el tribunal del lugar en el

cual una o ambas partes tienen el domicilio o el cuasidomicilio; 3° el

tribunal del lugar en que de hecho se han de recoger la mayor parte

de las pruebas.

Can. 1673 § 1. En cada diócesis el juez de primera instancia para las

causas de nulidad del matrimonio, para las cuales el derecho no

haga expresamente excepción, es el Obispo diocesano, que puede

ejercer la potestad judicial por sí mismo o por medio de otros,

conforme al derecho.

§ 2. El Obispo constituya para su diócesis el tribunal diocesano

para las causas de nulidad de matrimonio, quedando a salvo la

facultad para el mismo Obispo de acceder a otro tribunal cercano,

diocesano o interdiocesano.

§ 3. Las causas de nulidad de matrimonio se reservan a un colegio

de tres jueces. Este debe ser presidido por un juez clérigo, los demás

jueces pueden ser también laicos.



§ 4. El Obispo Moderador, si no es posible constituir el tribunal

colegial en la diócesis o en el tribunal cercano que ha sido elegido

conforme al § 2, confíe las causas a un juez único, clérigo, que, donde

sea posible, se asocie dos asesores de vida ejemplar, expertos en

ciencias jurídicas o humanas, aprobados por el Obispo para esta

tarea; al mismo juez único competen, salvo que resulte de modo

diverso, las funciones atribuidas al colegio, al presidente o al

ponente.

§ 5. El tribunal de segunda instancia, para la validez, debe ser

siempre colegial, según lo dispuesto en el § 3.

§ 6. Del tribunal de primera instancia se apela al tribunal

metropolitano de segunda instancia, salvo lo dispuesto en los

cánones 1438–1439 y 1444.

Art. 2 – Del derecho a impugnar el matrimonio

Can. 1674 § 1. Son hábiles para impugnar el matrimonio: 1° los

cónyuges; 2° el promotor de justicia, cuando la nulidad ya se ha

divulgado si no es posible o conveniente convalidar el matrimonio.

§ 2. El matrimonio que no fue acusado en vida de ambos cónyuges

no puede ser impugnado tras la muerte de uno de ellos o de los dos,

a no ser que la cuestión sobre su validez sea prejudicial para resolver

otra controversia, ya en el fuero canónico, ya en el fuero civil.

§ 3. Si el cónyuge muere mientras está pendiente la causa, debe

observarse lo prescrito en el can. 1518.

Art. 3 – De la introducción y la instrucción de la causa

Can. 1675. El juez, antes de aceptar una causa, debe tener la certeza

de que el matrimonio haya fracasado irreparablemente, de manera

que sea imposible restablecer la convivencia conyugal.

Can. 1676 § 1. Recibida la demanda, el Vicario judicial, si considera

que esta goza de algún fundamento, la admita y, con decreto adjunto

al pie de la misma demanda, ordene que una copia sea noti�cada al

defensor del vínculo y, si la demanda no ha sido �rmada por ambas

partes, a la parte demandada, dándole el término de quince días

para expresar su posición respecto a la demanda.



§ 2. Transcurrido el plazo predicho, después de haber amonestado

nuevamente a la otra parte, si lo ve oportuno y en la medida que así

lo estime, para que mani�este su posición, oído el defensor del

vínculo, el Vicario judicial con un decreto suyo determine la fórmula

de dudas y establezca si la causa debe tratarse con el proceso más

breve conforme a los cánones 1683–1687. Este decreto debe ser

noti�cado enseguida a las partes y al defensor del vínculo.

§ 3. Si la causa debe ser tratada con el proceso ordinario, el Vicario

judicial, con el mismo decreto, disponga la constitución del colegio

de jueces o del juez único con los dos asesores según el can. 1673 § 4.

§ 4. Si en cambio se dispone el proceso más breve, el Vicario

judicial proceda conforme al can. 1685.

§ 5. La fórmula de la duda debe determinar por qué capítulo o

capítulos se impugna la validez de las nupcias.

Can. 1677 § 1. El defensor del vínculo, los abogados y también el

promotor de justicia, si interviene en el juicio, tienen derecho: 1° a

asistir al examen de las partes, de los testigos y de los peritos,

quedando a salvo lo que prescribe el can. 1559; 2° a conocer las actas

judiciales, aun cuando no estén publicadas, y a examinar los

documentos presentados por las partes.

§ 2. Las partes no pueden asistir al examen del que se trata en el §

1, n. 1.

Can. 1678 § 1. En las causas de nulidad de matrimonio la confesión

judicial y las declaraciones de las partes, sostenidas por eventuales

testigos sobre la credibilidad de las mismas, pueden tener valor de

prueba plena, que debe valorar el juez considerando todos los

indicios y adminículos, si no hay otros elementos que las refuten.

§ 2. En las mismas causas, la deposición de un solo testigo puede

tener fuerza probatoria plena, si se trata de un testigo cuali�cado que

deponga sobre lo que ha realizado en función de su o�cio, o que las

circunstancias objetivas o subjetivas así lo sugieran.

§ 3. En las causas sobre impotencia o falta de consentimiento por

enfermedad mental o por anomalía de naturaleza psíquica, el juez se

servirá de uno o varios peritos, a no ser que, por las circunstancias,



conste con evidencia que esa pericia resultará inútil; en las demás

causas, debe observarse lo que indica el can. 1574.

§ 4. Cuando en la instrucción de la causa surge una duda muy

probable de que no se ha producido la consumación del matrimonio,

puede el tribunal, oídas las partes, suspender la causa de nulidad,

realizar la instrucción del proceso para la dispensa del matrimonio

rato, y luego transmitir las actas a la Sede Apostólica junto con la

petición de dispensa hecha por ambos cónyuges o por uno de ellos, y

con el voto del tribunal y del Obispo.

Art. 4 – De la sentencia, sus impugnaciones y su ejecución

Can. 1679. La sentencia que por primera vez ha declarado la

nulidad del matrimonio, cumplidos los términos establecidos en los

cánones 1630-1633, se hace ejecutiva.

Can. 1680 § 1. Permanece íntegro el derecho de la parte que se

considere perjudicada, así como del promotor de justicia y del

defensor del vínculo, de interponer querella de nulidad o apelación

contra la misma sentencia, según los cánones 1619-1640.

§ 2. Trascurridos los términos establecidos por el derecho para la

apelación y su prosecución, después que el tribunal de la instancia

superior ha recibido las actas judiciales, se constituya el colegio de

jueces, se designe el defensor del vínculo y se amoneste a las partes

para que presenten las observaciones dentro de un plazo establecido;

transcurrido ese plazo, el tribunal colegial, si resulta evidente que la

apelación es meramente dilatoria, con�rme con un decreto la

sentencia de primera instancia.

§ 3. Si la apelación ha sido admitida, se debe proceder del mismo

modo que en la primera instancia, con las debidas adaptaciones.

§ 4. Si en el grado de apelación se aduce un nuevo capítulo por el

que se pide la declaración de nulidad de un matrimonio, el tribunal

de apelación puede admitirlo y juzgar acerca de él como en primera

instancia.

Can. 1681. Si se ha pronunciado una sentencia ejecutiva, se puede

recurrir en cualquier momento al tribunal de tercer grado para la

nueva proposición de la causa conforme al can. 1644, aduciendo



nuevas y graves pruebas y razones, dentro del término perentorio de

treinta días desde la impugnación.

Can. 1682 § 1. Después que la sentencia que declaró la nulidad del

matrimonio se hizo ejecutiva, las partes cuyo matrimonio ha sido

declarado nulo pueden contraer nuevas nupcias, a no ser que esto se

prohíba por un veto incluido en la misma sentencia, o establecido

por el Ordinario de lugar.

§ 2. En cuanto la sentencia se haya hecho ejecutiva, el Vicario

judicial debe noti�carla al Ordinario del lugar en el que se celebró el

matrimonio. Y este debe cuidar de que se anoten cuanto antes en el

libro de matrimonios y en el de bautismos la nulidad que se ha

declarado y las prohibiciones que quizá se hayan añadido.

Art. 5 – Del proceso matrimonial más breve ante el Obispo

Can. 1683. Al mismo Obispo compete juzgar las causas de nulidad

cada vez que: 1° la petición haya sido propuesta por ambos

cónyuges o por uno de ellos, con el consentimiento del otro; 2°

concurran circunstancias de las personas y de los hechos, sostenidas

por testimonios o documentos, que no requieran una investigación o

una instrucción más precisa, y hagan mani�esta la nulidad.

Can. 1684. El escrito de demanda con el que se introduce el

proceso más breve, además de los elementos enumerados en el can.

1504, debe: 1° exponer brevemente, en forma integral y clara, los

hechos en los que se funda la petición; 2° indicar las pruebas que

puedan ser inmediatamente recogidas por el juez; 3° exhibir como

adjuntos los documentos en los que se funda la petición.

Can. 1685. El Vicario judicial, con el mismo decreto con el que

determina la fórmula de dudas, nombre el instructor y el asesor, y

cite para la sesión, que deberá celebrarse conforme el can. 1686, no

más allá de treinta días, a todos aquellos que deben participar.

Can. 1686. El instructor, en la medida de lo posible, recoja las

pruebas en una sola sesión, y �je el término de quince días para la

presentación de las observaciones en favor del vínculo y de las

defensas de las partes, si las hay.



Can. 1687 § 1. Recibidas las actas, el Obispo diocesano,

consultando al instructor y al asesor, examinadas las observaciones

del defensor del vínculo y, si existen, las defensas de las partes, si

alcanza la certeza moral sobre la nulidad del matrimonio, dé la

sentencia. En caso contrario, remita la causa al proceso ordinario.

§ 2. El texto integral de la sentencia, con la motivación, debe

noti�carse a las partes lo antes posible.

§ 3. Contra la sentencia del Obispo se da apelación al

Metropolitano o a la Rota Romana; si la sentencia fue dada por el

Metropolitano, se da apelación al sufragáneo más antiguo; y contra

la sentencia de otro Obispo que no tiene otra autoridad superior

debajo del Romano Pontí�ce, se da apelación al Obispo por él

designado establemente.

§ 4. Si resulta evidente que la apelación es meramente dilatoria, el

Metropolitano o el Obispo mencionado en el § 3, o el Decano de la

Rota Romana, la rechazará por decreto desde el primer momento; si

en cambio se admite la apelación, se envíe la causa al examen

ordinario en el segundo grado.

Art. 6 – Del proceso documental

Can. 1688. Una vez recibida la petición hecha conforme al can.

1676, el Obispo diocesano, o el Vicario judicial o el juez designado,

puede declarar mediante sentencia la nulidad de un matrimonio,

omitiendo las solemnidades del proceso ordinario, pero citando a las

partes y con intervención del defensor del vínculo, si por un

documento al que no pueda oponerse ninguna objeción ni excepción

consta con certeza la existencia de un impedimento dirimente o el

defecto de forma legítima, con tal de que conste con igual certeza

que no se concedió dispensa, o que el procurador carece de mandato

válido.

Can. 1689 § 1. Si el defensor del vínculo considera prudentemente

que los vicios señalados en el can. 1688 o la falta de dispensa no son

ciertos, debe apelar contra esta declaración al juez de segunda

instancia, a quien se han de remitir los autos advirtiéndole por

escrito que se trata de un proceso documental.



§ 2. La parte que se considere perjudicada conserva intacto el

derecho a apelar.

Can. 1690. El juez de segunda instancia, con intervención del

defensor del vínculo y habiendo oído a las partes, decidirá de la

manera indicada en el can. 1688 si la sentencia debe con�rmarse o

más bien se debe proceder en la causa según el trámite legal

ordinario; y, en ese caso, la remitirá al tribunal de primera instancia.

Art. 7 – Normas generales

Can. 1691 § 1. En la sentencia se ha de amonestar a las partes sobre

las obligaciones morales o incluso civiles que acaso pesan sobre ellas

respecto a la otra parte y a la prole, por lo que se re�ere al sustento y

a la educación.

§ 2. Las causas de declaración de nulidad de matrimonio no

pueden tramitarse por el proceso contencioso oral del que se trata en

los cánones 1656-1670.

§ 3. En las demás cosas que se re�eren al procedimiento, si no lo

impide la naturaleza del asunto, aplíquense los cánones sobre los

juicios en general y sobre el juicio contencioso ordinario, cumpliendo

las normas especiales para las causas acerca del estado de las

personas y para aquellas que se re�eren al bien público.

* * *

La disposición del can. 1679 se aplicará a las sentencias

declarativas de la nulidad del matrimonio publicadas a partir del día

en que este Motu proprio entrará en vigor.

Al presente documento se unen reglas de procedimiento, que he

considerado necesarias para la correcta y esmerada aplicación de la

ley renovada, que debe observarse diligentemente, para la tutela del

bien de los �eles.

Por lo tanto, lo que ha sido por mí decretado con estas letras dadas

Motu proprio, mando que sea válido y �rme, sin que obste cosa

alguna en contra, aunque sea digna de mención especialísima.

Encomiendo con con�anza a la intercesión de la gloriosa y bendita

siempre Virgen María, Madre de misericordia, y de los santos


